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Igualdad en el art. 16 de la Constitución Nacional Argentina

Nabih Yussef Samsón - nabihto@hotmail.com
La igualdad es un valor que nos fue revelado por la filosofía antigua griega, pasando por el humanismo cristiano del siglo IV y cobrando vital importancia con los filósofos iusnaturalistas e iluministas de los siglos XVI a XIX. Muchos colaboraron en el respaldo teórico del por qué tal principio filosófico era necesario para el coexistir del hombre. Hoy en día no cabe duda su necesario respeto y, junto con la libertad, se encuentra respaldado por la mayoría de las sociedades civilizadas en sus cuerpos de derecho.   

Si bien es cierto que entre el derecho de la libertad y el de la igualdad hay cierto roce, cabe decirse que la segunda no es más que un desprendimiento del ideal de libertad, es decir, la igualdad no es más que “la posibilidad que tiene cada hombre de acceder a un espacio de libertad intransferibles, inalienable, similar al de los demás hombres.”
 Ambas constituyen los principios más importantes de la democracia constitucional y fueron objetos de arduos debates políticos hasta consolidarse como pilares necesarios para un desarrollo en sociedad.

Los personajes políticos en nuestra historia no fueron ajenos al hecho de conjugar estos dos ideales como valores fundamentales para la convivencia en armonía. Ya sea desde los artículos de Mariano Moreno, influenciado por Jean Jacques Rousseau; hasta los escritos del tucumano Juan Bautista Alberdi, bajo la influencia del liberalismo, siempre hubo un intento por compenetrar los principios de la igualdad y la libertad en la sociedad argentina. Muchos fueron los que con su esfuerzo y dedicación dejaron para la posteridad tales valores impresos en nuestra Constitución Nacional. 

El principio de igualdad encuentra antecedentes en nuestra Constitución desde la llamada “Asamblea el año 13”, pero en nuestros días nos llega en el art. 16 C. N. cuando dice: “La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de nacimiento: No hay en ella fueros personales ni títulos de nobleza. Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad. La igualdad es la base del impuesto y de las cargas públicas.”

A continuación procederé a desmembrar este artículo analizándolo oración por oración, puesto que creo que de ese modo se hace más fácil para una comprensión pormenorizada. 

En una primera parte, el artículo dice “La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de nacimiento...”  Ello es un legado de la Asamblea Constituyente de 1813 cuando el 2 de febrero de ese año suprimió los títulos de nobleza y le puso fecha final a la condición de opresión de los esclavos decretando la “libertad de vientres”, entrando en rigor para toda persona que hubiese nacido en territorio argentino desde el 31 de enero de 1813 en adelante. Así, la Argentina reafirmaba su tradición antiesclavista al contrario de lo que sucedía en Brasil y hasta en el mismo Estados Unidos. 

El Dr. Alberto Dalla Via en su libro “Manual de Derecho Constitucional”
 hace una mención importante sobre lo que pasaba en los Estados Unidos tiempo después de que nosotros avalásemos los principios de igualdad en nuestra Constitución de 1853.
 En el caso “Dred Scott vs. Sandford” fallado en 1857, pocos años antes de la Guerra de Secesión, el presidente de la Corte Suprema de los Estados Unidos falla a favor de un propietario de esclavos declarando inconstitucional una ley del estado de Missouri que declaraba libres a los esclavos a partir de cierta determinación geográfica, estallando con ello la guerra civil estadounidense. Es importante esta alusión de la historia de la jurisprudencia estadounidense por cuanto mientras ellos discutían sobre si el derecho de propiedad primaba sobre el derecho de la igualdad o no, nosotros ya habíamos configurado una serie de artículos que daban protección y libertad a todos los esclavos que se introdujesen por cualquier medio a nuestra tierra. El país ya mostraba una madurez política de considerable nobleza. Con mucho orgullo la Argentina en la reforma de 1860 complementa el actual art. 15 quedando de esta manera: “En la Nación Argentina no hay esclavos: los pocos que hoy existen quedan libres desde la jura de esta Constitución; y una ley especial reglará las indemnizaciones a que dé lugar esta declaración. Todo contrato de compra y venta de personas es un crimen de que serán responsables los que lo celebrasen, y el escribano o funcionario que lo autorice. Y los esclavos que de cualquier modo se introduzcan quedan libres por el solo hecho de pisar el territorio de la República.”

Por consiguiente es acertada la visión del Dr. Carlos Sánchez Viamonte cuando dice que para el Derecho Constitucional Argentino lo relativo a la abolición de la nobleza como a la abolición a la esclavitud tienen un gran interés histórico y corresponde a nuestros antecedentes como nación.

La abolición de todo título de nobleza y la abolición de la esclavitud, responden a la entronización de la igualdad como principio eje de nuestra Constitución y consagra expresamente una prohibición lógica e inevitable del principio de que todos somos iguales ante la ley. ¿Pero a qué hace referencia el enunciado “todos somos iguales ante la ley”? La igualdad civil se traduce en el reconocimiento uniforme de los derechos civiles a todos los habitantes (art. 14), incluyendo a los extranjeros (art. 20). El art. 16 dictamina que todos nacemos iguales y que todos somos admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad. El enunciado marca la igualdad entendida en su condición formal, es decir, en principios generales. 

Existen dos tipos de igualdad dice el Dr. Bidart Campos: una formal y otra real
 (entre los doctrinarios sólo discrepan los nombres: igualdad jurídica e igualdad fáctica o real). La igualdad formal es aquella en que todos somos considerados como iguales ante la ley, todos somos sujetos de derecho con iguales derechos civiles. La igualdad real es aquella  en que el Estado juega un rol intervencionista intentando estabilizar la igualdad económica-social de sus habitantes. Un ejemplo en nuestra Constitución sobre igualdad real la encontramos en el art. 14 bis.

El art. 16 garantiza la igualdad formal-jurídica de todos sus ciudadanos por cuanto dice: “Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad.”

Dalla Via cree que hay una confrontación entre la igualdad real y la igualdad formal que no la percibe Bidart Campos, para Dalla Via ambas se obstaculizan mutuamente. De todos modos, es importante aclarar que con igualdad formal no se pretende un “igualitarismo”. Para Bidart Campos hay “diferencias justas” por las cuales no se puede incurrir a un trato igual entre desiguales, y advierte que la igualdad sólo puede ser relativa y no absoluta. Entre los autores trabajados hay un total acuerdo en que la igualdad es “igualdad entre desiguales” y que hay ciertas capacidades de diferentes grados entre los hombres, que responden a intereses subjetivos. Nuestra Constitución habla de idoneidad.

Todo hombre puede ser admitido en cualquier empleo sin que haya privilegios para algunos o restricciones para otros, pero la igualdad como valor ético no puede borrar las desigualdades en las aptitudes naturales de cada individuo, las cuales son diversas y distintas.

Quiroga Lavié explica que es totalmente constitucional realizar clasificaciones o categorizaciones por parte de la ley, pero siempre que no incurra en diferenciaciones arbitrarias, como ser: por raza, sexo, nacionalidad, lengua, opinión política, etc.
 Gonzáles Calderón va más allá de la “justa discriminación” o “discriminación de capacidad” que permite el art. 16 de la C.N. y reclama: “diferencias naturales existirán siempre. Únicamente los eternos soñadores, los utopistas sugestionados por una idea irrealizables buscan la nivelación absoluta de todos...” y continua “...son locuras que sólo encuentran cabida en las cabezas enfermas de algunos pocos alucinados”.

La única condición por la que algunos puedan ser discriminados es por su sabiduría técnica y/o comportamiento. Nuestra Constitución garantiza que “Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad.”

Entre la doctrina hay una forma casi uniforme de entender el concepto de idoneidad. Para Linares Quintana es “aptitud o suficiencia para el desempeño de un cargo”;
 para Bidart Campos es una aptitud en el sentido técnico, salubre, de edad, moral, etc.; y Gregorio Badeni la considera una aptitud moral-intelectual. Para este autor, le resulta sorpresivo la inclusión del requisito de idoneidad como único requisito para la discriminación justa de alguien en el contrato de un empleo, ya que como él advierte, este concepto no aparece en el proyecto de Alberdi, ni en los antecedentes argentinos constitucionales anteriores a 1853, ni en la misma Constitución de los Estados Unidos. La considera una innovación sugestiva adoptada por los constituyentes de 1853.

Badeni observa que no hay impedimentos en la Constitución por la cual no se pueda legislar las condiciones que debería tener determinada persona para su incorporación a determinado cargo de la administración pública, es decir, se puede determinar cual es el requisito de idoneidad requerida para un empleado público (con los requisitos que ya prevé la Constitución para determinados cargos), pero exceptuándose en los casos en que sean puestos elegibles. Allí, él considera que sería el pueblo quien debería juzgar la idoneidad del postulante al cargo.

Asimismo Joaquín V. Gonzáles, citando a Rossi, señala que: “Las funciones públicas no son ya, no pueden ser, el privilegio exclusivo de una clase, ni de porción alguna de la sociedad; todo ciudadano tiene derecho a aspirar a ellas. Lo cual no quiere decir que para conseguirlas, no deban llenar las condiciones de capacidad que la ley puede exigir para cada función.”

Los Drs. Bidart Campos y Miguel Ángel Ekmekdjian hacen una salvedad que no hacen los otros autores y exponen la cuestión de la igualdad e idoneidad en las relaciones privadas. Para ambos en el encuentro entre el empleado y el empleador, hay imposibilidades para controlar la no discriminación y el trato igualitario entre los aspirantes. Bidart Campos se pregunta ¿Viola la igualdad la conducta del empleador que no quiere contratar personal femenino o extranjero, y que con ello discrimina potencialmente entre los hombres que aspiran a ingresar a su establecimiento como empleados? Parecería que el empleador tuviera la libertad de elegir quien sería su empleado, pero aún así, viola el principio de igualdad. De cualquier modo sería realmente difícil encontrar la verdadera justificación de la discriminación que hizo el empleador en el momento de contratar determinado aspirante y, aún más difícil, la vía para imponer la igualdad privada. 

“La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de nacimiento: No hay en ella fueros personales ni títulos de nobleza.” Linares Quintana comenta que los fueros tuvieron origen en la edad media y consistía en otorgarle a determinadas personas la posibilidad de ser juzgadas por sus “iguales”, asumían tres formas distintas: fuero militar, fuero eclesiástico y fuero universitario. Para éste autor, su prohibición constitucional es una consecuencia obligada del principio de igualdad de todos los habitantes ante la ley. Sin embargo son constitucionalmente válidos los fueros reales o de causa, que no importan ningún privilegio personal. Según Rivarola en boca de Linares Quintana: “los fueros  se basan en la naturaleza de los actos o cosas que sirven de fundamento a los respectivos juicios. Los fueros reales o de causa existen y no implican preeminencia social alguna: tal como el fuero militar.”

Quiroga Lavié reafirma ello y explica que los fueros reales y de causa son excepcionales pero debido a determinados casos y no a determinadas personas. Por ejemplo, en caso de motín o desobediencia de militares, podrían ser juzgados por los mismos militares. De todos modos lo decidido por fueros reales o de causa sólo tendrá validez en la medida en que fueran sus resoluciones apelables ante la Justicia ordinaria.

La negativa a fueros especiales obedece al principio de igualdad rector de este artículo, que también propugna la igualdad en los fallos de casos similares. Bidart Campos nos introduce a un tema muy particular, y son las contradicciones que los fallos pueden generar y, de esa manera, afectar el principio de igualdad de los juzgados.

Si ya dijimos que la ley es igual para todos, sería obvio decir que debe ser aplicada en igualdad en casos iguales, pero ello no ocurre muchas veces. Cuando la misma ley es interpretada en circunstancias similares de modo opuesto por tribunales distintos, hay violación de la igualdad. La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia estableció que la desigualdad derivada de la existencia de fallos contradictorios no viola la igualdad, y que es únicamente el resultado del ejercicio de la potestad de juzgar atribuida a los diversos tribunales, que aplican la ley conforme su criterio. 

Este choque entre doctrina y jurisprudencia actual cobra más importancia cuando el Dr. Bidart Campos propone que, alegando la vulneración de la igualdad, se utilice el recurso extraordinario para llegar a la Corte Suprema, y se pueda obtener así una decisión que proporcione uniformidad a la jurisprudencia contradictoria.  

Por último, el artículo 16 de la C.N. hace alusión a la igualdad fiscal: “La igualdad es la base del impuesto y de las cargas públicas.” Acá se entiende la igualdad en términos relativos y no absolutos, ya que sino alguien que tuviese una ganancia de 1000 pesos pagaría un monto fijo igual que el que tuviera una renta de 25000 pesos.

En materia de impuestos y cargas públicas, Sánchez Viamonte opina que el principio del art. 16 no excluye la proporcionalidad ni la progresividad. La Jurisprudencia de la Suprema Corte ha establecido que “consiste en que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que se concede a otros en iguales circunstancias”. Asimismo Quiroga Lavié hace una mención que pasa desapercibida por los otros autores pero que refuerza la opinión de Sánchez Viamonte, es que la proporcionalidad no significa que el impuesto sólo deba ser proporcional, sino también progresivo en relación con la riqueza de cada uno, pero...“mientras no se afecte la productividad del capital” y concluye más adelante “No se pueden establecer tributos discriminatorios que afecten a personas en forma singular o que graven a un sector en beneficio de otro.”

Para concluir, se puede decir que el principio de la igualdad como valor rector está presente en nuestra Constitución, tanto en su sentido formal como en su sentido real, constituyendo así una fuente de “justicia social” para la sociedad actual y la venidera, en un marco de cooperación mutua para la salvedad de nuestra avenencia y el goce de nuestras libertades.

“La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de nacimiento: No hay en ella fueros personales ni títulos de nobleza. Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad. La igualdad es la base del impuesto y de las cargas públicas.”
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